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CONSEJO DE ESTADO
SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION A

Consejero Ponente: HERNAN ANDRADE RINCON

Bogotá, D. C., veintiuno (21) de noviembre de dos mil doce (2012). 
Proceso No:

25000232600019880473301

No. Interno:

19198

Actor:


Sociedad Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation

Demandado:
Nación - Ministerio de Minas y Energía, ECOPETROL 

Referencia:

Acción de reparación directa. Apelación de sentencia 

Corresponde a la Sala resolver el recurso de apelación interpuesto por la  demandante en contra de la sentencia proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca el 1° de agosto de 2000, mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda
.

I.- ANTECEDENTES

El 10 de agosto de 1988, por intermedio de apoderado judicial y en ejercicio de la acción de reparación directa establecida en el artículo 86 del Código Contencioso Administrativo, la Sociedad Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation, formuló demanda en contra de la Nación – Ministerio de Minas y Energía- y la Empresa Colombiana de Petróleos -“Ecopetrol”- con el fin de que se les declarara patrimonialmente responsables de los perjuicios materiales por ella sufridos, como consecuencia de la demora y la negativa a entregarle 86.091 barriles de petróleo crudo que ECOPETROL “recibió como depositario, en nombre de la Nación, al operar la reversión de la Concesión Barco, petróleo que perteneció a los propietarios de las Unidades Barco, representadas por Escobar Barco y Compañía Limitada y que mediante contrato válidamente celebrado vendieron a las sociedad WALLACE AND WALLACE CHEMICAL OIL CORPORATION”.

A título de indemnización solicitó  la demandante el pago de las siguientes cantidades: 

(i) Por perjuicios morales una suma equivalente a 1.000 gramos de oro; (ii) Por perjuicio material la suma que se logre demostrar en el proceso; (iii) Los intereses comerciales moratorios sobre el monto total de la condena, por el período comprendido entre la fecha del daño y el día de ejecutoria de la providencia que concrete la condena. 

Además, estimó la cuantía en una suma “muy superior” a $500.000.000.oo, teniendo en cuenta que el barril de petróleo crudo barco fue adquirido a US$8.oo al momento del contrato -junio de 1974-, y el precio de este mismo crudo que alcanzó en el mercado internacional la suma de US$37.00, afirmación hecha por la demanda sin que se precisara la fecha de referencia en que habría alcanzado tal  precio
.

Fundamentos de hecho:

Se contraen los hechos que dan sustento a la demanda a la controversia que se suscitó entre la firma Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation y los demandadas ECOPETROL y el Ministerio de Minas y Energía  por la supuesta falta de entrega oportuna de 86.091 barriles de crudo Barco que había adquirido tal firma de los representantes de la Concesión Barco - Sociedad Escobar Barco y Cía. Ltda., mediante contrato de fecha 22 de junio de 1974, ratificado el 12 de febrero de 1982
.

En el contrato al que se acaba de hacer alusión las partes estipularon que dentro de los treinta días siguientes a que se le notificara al comprador la disponibilidad del embarque, éste se obligaba a cancelar el precio del petróleo mediante la apertura de una carta de crédito irrevocable a favor de la vendedora, Escobar Barco y Cía. Ltda. 

Cuenta la demanda que durante la ejecución del contrato de compraventa, el entonces Ministerio de Minas y Petróleos
 profirió las Resoluciones 032 y 033 de 1974, por medio de las cuales dispuso “destinar para refinación interna la totalidad de la producción del petróleo crudo que se obtenga en la Concesión Barco...” y, en tal virtud, libró la comunicación No. 01497 del 31 de julio de 1974, mediante la cual prohibió el transporte del petróleo de las Unidades Barco al Puerto de Coveñas y ordenó su venta a Ecopetrol, decisiones que el Consejo de Estado declaró nulas mediante sentencias de 25 de septiembre de 1975 y 3 de diciembre de 1976.

Se expuso que en agosto de 1981 al producirse la reversión de la Concesión Barco a la Nación,  ECOPETROL se constituyó en depositario forzoso o necesario de los 86.091 barriles de petróleo vendidos a la demandante, los cuales se encontraban en sus instalaciones pendientes de entrega a su  propietario –Escobar Barco & Cía. Ltda-. 

Por todo lo que había acontecido, el 12 de febrero de 1982, Escobar Barco y Cía. Ltda., y la demandante ratificaron el negocio jurídico celebrado en junio de 1974
, situación que fue puesta en conocimiento de Ecopetrol, quien respondió reconociendo su calidad de depositario forzoso, pero indicando, a la vez, que no tenía obligación de mantener almacenado ese  crudo en Tibú, como tampoco de transportarlo a Coveñas, por lo que exigió el pago de almacenaje y señaló que para exportarlo era necesaria la licencia correspondiente, exigencias que dieron lugar a que se suscitara un nuevo cruce de comunicaciones entre la ahora demandante y Ecopetrol en torno a la adopción de fórmulas para concretar la entrega del petróleo adquirido por la primera, esfuerzo que no logró culminar con tal entrega y que, por el contrario, hizo evidente que ésta no se cumpliría, debiéndose destacar que en medio de tal carteo surgieron -según pone de presente la demanda- exigencias de parte de Ecopetrol que se hallaban por fuera de las convenciones contractuales acordadas entre la ahora demandante y Escobar Barco y Cía. Ltda., y que se debieron, en algunos casos, al interés del Estado en que tal petróleo no se exportara. 

Da cuenta la demanda, por lo demás, de una serie de determinaciones adoptadas por la Junta Directiva de Ecopetrol, relacionadas con el cumplimiento del contrato a que se ha hecho referencia,  pero respecto de las cuales no fue enterada la demandante, las cuales pondrían de presente que entre la sociedad Escobar Barco y Ecopetrol existieron acuerdos que impidieron a la ahora accionante el cumplimiento de lo pactado en cuanto al pago del precio y le habrían generado  los perjuicios por los cuales reclama
.  

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca admitió la demanda a través de auto de 16 de enero de 1989
 que se notificó en debida forma al Ministerio Público y a los demandados
.  

El Ministerio de Minas y Energía, al pronunciarse sobre los hechos de la demanda, manifestó que mediante la escritura pública No. 37 del 11 de enero de 1918, otorgada en la Notaría Cuarta del Círculo de Bogotá, el General Virgilio Barco cedió el contrato celebrado el 16 de octubre de 1905 con el Gobierno Nacional a Ecopetrol, reservándose un 15% de la producción que pudiera obtenerse en la concesión, componente que pasó a denominarse Unidades Barco.

Indicó que en 1926 el Gobierno Nacional declaró la caducidad del contrato de exploración y explotación de hidrocarburos referido en el párrafo anterior, decisión que fue confirmada el 2 de agosto de 1928, por lo que algunos titulares de las Unidades Barco promovieron acciones judiciales con el fin de que se declarara la nulidad de tal determinación y se les reconocieran los perjuicios causados.  

Puso de presente, también, que el 3 de marzo de 1931 Ecopetrol y South American Gulf Oil Company suscribieron con el Gobierno Nacional un contrato que constó en la escritura pública No. 697 de 2 de julio de 1931 de la Notaría Tercera del Círculo de Bogotá y se aprobó por la Ley 80 de 1931, mediante el cual se otorgó a los mencionados concesionarios la exploración y explotación de hidrocarburos en el área del Catatumbo durante 50 años, término que venció el 25 de agosto de 1981 a las 12 de la noche. 

Expresó que, una vez fueron desistidas las acciones judiciales impetradas contra el Estado, las empresas concesionarias y los titulares de las Unidades Barco celebraron el contrato del 10 de mayo de 1932, el que, afirmó, fue  protocolizado mediante escritura No. 826 de la Notaría Cuarta de Bogotá, en el cual las concesionarias se comprometieron a pagar a los segundos una participación de la producción en especie, cuya entrega se haría en los campos de producción o en el puerto marítimo, lo que variaba el porcentaje de dicha participación.  La representación de los propietarios de las unidades Barco, para el ejercicio de ese derecho, fue concedida, con los años, a la sociedad Escobar Barco y Cía. Ltda.
Señaló la parte demandada que mediante la Resolución 032 del 23 de julio de 1974, confirmada por Resolución 033 de 26 de agosto siguiente, la Comisión de Precios del Petróleo y el Gas Natural del Ministerio de Minas y Energía, dispuso  en su artículo primero “Destinar para la refinación interna la totalidad de la producción de petróleo crudo que se obtenga en la concesión, de la cual es titular Colombian Petroleum Company”- Colpet,  resoluciones que fueron anuladas por el Consejo de Estado mediante sentencia del 2 de diciembre de 1976. 

Indicó en su escrito de contestación que el 25 de agosto de 1981, con la reversión de la concesión Barco, Colpet entregó a Ecopetrol 86.091 barriles de petróleo de propiedad de las llamadas Unidades Barco, representadas por Escobar Barco y Cía. Ltda., que se encontraban en los tanques de los campos de producción del crudo en Tibú. 

Adujo que en la demanda se manifestó que el 20 de diciembre de 1984, el Ministro de Minas y Energía, en comunicación dirigida al Ministro de Desarrollo Económico, como Presidente del Consejo Económico Directivo de Comercio Exterior, había solicitado prohibir la exportación del crudo de propiedad de las Unidades Barco y que si la demandante consideraba que con dicha comunicación se le causaron perjuicios y  desconocido el fallo del Consejo de Estado, debió ejercer oportunamente la acción de nulidad y restablecimiento del derecho contra tal decisión.

Manifestó que de los hechos relatados en la demanda no se deduce la ocurrencia de actuaciones u omisiones en que hubiera podido incurrir y  le hubiesen causado perjuicios a la demandante y que, por lo mismo, le fueran imputables.

Precisó que en la demanda se reclama por un negocio entre terceros, en el cual la Nación no tuvo ninguna participación y que el depositario del petróleo sobre el que se discutía, era una persona jurídica diferente del Ministerio, razón por la que no podía predicarse responsabilidad de su parte en este caso. 

Formuló, finalmente, las excepciones de caducidad de la acción, pues la cuestionada comunicación del Ministro se encontraba fechada el 20 de diciembre de 1984,  lo que indicaría que habría transcurrido un plazo mayor a  cuatro años hasta la fecha de presentación de la demanda, y la de ineptitud de la demanda, que se configuraría por no haberse determinado quiénes eran los representantes de las entidades demandadas
.

Por su parte, Ecopetrol afirmó que no existió ninguna acción u omisión que le fuera imputable por la no entrega de los 86.091 barriles de petróleo Barco a la sociedad demandante. Sobre los hechos de la demanda señaló que por escritura 826 del 19 de mayo de 1932, otorgada en la Notaría Cuarta de Bogotá, Colpet y Sagoc
 se obligaron a pagar a los propietarios de las Unidades Barco un porcentaje de la producción del petróleo de la concesión del mismo nombre, así: 5,5/6%, si la entrega era en Tibú; o 3,5%, si la entrega se hacía en puerto marítimo, para cuyos efectos el representante de los propietarios de esas Unidades era Escobar Barco y Cía. Ltda., sociedad que celebró con Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation un contrato de compraventa de petróleo proveniente de esa participación.

Expresó que, para el año de 1974, los titulares de las unidades Barco optaron por recibir en Tibú el porcentaje de petróleo que les correspondía: 13.309 barriles de crudo liviano y 72.782 de pesado, para un total de 86.091 y que Escobar Barco y Cía. Ltda., en su condición de apoderada de los propietarios, había sido requerida varias veces para que recibiera  el crudo almacenado en Tibú, lo que no sucedió durante la vigencia de la concesión, por lo que, al revertir ésta el 25 de agosto de 1981, Ecopetrol recibió los tanques que contenían los volúmenes de petróleo antes citado, situación que convirtió, de hecho, en depositaria a tal empresa y depositante a Escobar Barco y Cía. Ltda., por lo que la obligación de Ecopetrol vino a ser la de entregar el petróleo a sus propietarios.

Manifestó la empresa demandada que esas mismas circunstancias dieron lugar a una demanda de Escobar Barco y Cía. Ltda. en contra de Colpet, Sagoc y Ecopetrol, de la que desistió en el año de 1986 y que ese año Ecopetrol, siguiendo las instrucciones de la sociedad Escobar Barco y Cía Ltda., entregó el petróleo a Shell de Colombia Inc. 

En relación con la conducta asumida por la sociedad demandante, reconoció que ese crudo fue reclamado por quien dijo ser representante de Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation, empresa que -dijo Ecopetrol- adujo la condición de propietaria que nunca le constó a la empresa debido a que el contrato celebrado entre Escobar Barco y Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation, presentó diversos acercamientos y distanciamientos, los cuales le fueron completamente ajenos. 

El desconocimiento del negocio aducido por la demandante y la propiedad del crudo al que se hizo referencia, asegura Ecopetrol, eran situaciones que debían ser discutidas en los estrados judiciales y que no podían ser esclarecidas por la empresa, mucho menos  cuando nada le constaba. Agregó que había actuado como le correspondía en su condición de tenedor de un bien de propiedad de un tercero y que agotó su obligación de restituirlo en la forma ya indicada y reiteró que los perjuicios alegados se debieron a las difíciles y cambiantes relaciones entre Escobar Barco y Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation, circunstancia que no le resultaba  imputable.

Formuló, finalmente, las excepciones de inepta demanda, por no haberse designado a los representantes de los demandados; la de falta de personería adjetiva de la parte demandante, al considerar que no se acreditó en debida forma la representación de la sociedad actora en Colombia y alegó, además, la inexistencia de la misma sociedad, dado que -consideró- debía aclararse si, después de haber estado sometida a la ley de quiebras en el país de origen, hubiese  sido disuelta y liquidada
.

Por su parte, una vez notificada del auto admisorio de la demanda, la Sociedad Escobar Barco y Cía. Ltda., interpuso recurso de reposición con el fin de que se aclarara la razón por la cual había sido notificada de la demanda, impugnación que sustentó aduciendo que hasta el segundo semestre de 1986, cuando realizó la venta de los 86.091 barriles de petróleo, representaba al 47.9% de propietarios de las Unidades Barco, pero que, al momento de contestar la demanda, no representaba ya a ninguno de los propietarios de dichas unidades y sólo era titular de 4.32533 de las mismas
.

Mediante auto del 15 de agosto de 1989, el Tribunal de instancia negó la solicitud presentada y en esa oportunidad precisó que, si bien en la demanda no se había solicitado la notificación de esa sociedad como demandada, había sido vinculada al proceso en calidad de tercero interesado, de acuerdo con el artículo 207 del Código Contencioso Administrativo
. 

La Sociedad Escobar Barco y Cía. Ltda., solicitó aclaración de este último auto para que se notificara a los demás propietarios de las unidades Barco
, solicitud que fue rechazada mediante providencia del 20 de febrero de 1990
.

Al contestar  la demanda, la Sociedad Escobar Barco y Cía. Ltda.,  reiteró que ya no apoderaba a los propietarios de las Unidades Barco porque dicho mandato había finalizado con la terminación de la Concesión Barco y la venta de los 86.091 barriles de petróleo a los que se refería la demanda. Reconoció la existencia del contrato de venta de petróleo suscrito el 22 de junio de 1974 con Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation, el que -indicó- había tenido una duración de tres años, en la modalidad de entrega a bordo de barco - tanque, siempre con pago previo mediante carta de crédito irrevocable  y, agregó, que contenía una cláusula de fuerza mayor que se configuraba con cualquier acto de las autoridades colombianas que impidiera la exportación del petróleo, lo que prorrogaba los plazos de cumplimiento por un término que no podía exceder de un año, cláusula que también preveía que si la demora llegaba a ser superior a ese término, se daría por terminado el contrato.

Reconoció haber suscrito con la sociedad demandante los documentos de 15 de febrero de 1982 y de 18 de enero de 1984, en los que se sustituía la venta de los 300.000 barriles de petróleo del contrato convenido en 1974, por 86.091 barriles de Fuel Oil N° 6, bajo la condición de que se firmara un convenio entre Escobar Barco y Cía. Ltda., y las empresas Colpet, Sagoc y Ecopetrol en el que estas últimas  se comprometieran a entregar ese crudo a Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation. Precisó que en aquel documento se había pactado que, una vez fuera perfeccionado el “convenio tripartita”, la ahora sociedad demandante abriría, en los 30 días siguientes, carta de crédito irrevocable en favor de Escobar Barco y Cía. Ltda. 

Agregó que, según su entender, el perfeccionamiento del contrato de compraventa no implicaba la transferencia del dominio de esos bienes, como lo afirmaba la demandante, y que en las comunicaciones de primero de junio y 21 de septiembre de 1982 dirigidas a Ecopetrol, no se le había reconocido la propiedad del petróleo a la hoy demandante. 

Dijo que en la comunicación del 15 de diciembre de 1983, dirigida por Escobar Barco a Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation, se había reiterado que Ecopetrol podía entregar los barriles de petróleo, previa notificación de que la vendedora había recibido la carta de crédito irrevocable y que Wallace and Wallace siempre conoció el alcance y extensión del contrato, pero que fue la situación financiera de la compradora lo que impidió que otorgara la carta de crédito convenida para la culminación del negocio. Por último reconoció que el petróleo fue vendido posteriormente a Shell de Colombia Inc., y que de ello se dio aviso a Ecopetrol mediante comunicación del 24 de octubre de 1986 y aseguró que la carta del 3 de junio de 1986 dirigida a la sociedad demandante, no había constituido un nuevo negocio con ella, sino el reconocimiento de los incumplimientos anteriores de Wallace and Wallace y la imposibilidad en que se encontraba dicha sociedad para cumplir el contrato. 

Arguyó, para concluir, que no existieron los perjuicios reclamados ya que la sociedad demandante nunca fue propietaria o cesionaria del petróleo, pues la propiedad de éste estuvo siempre radicada en cabeza de los titulares de las Unidades Barco, sin que nunca se hubiera transferido su dominio a Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation. 

Propuso, finalmente, las excepciones de inepta demanda, pues, en su criterio, se presentó una indebida acumulación de pretensiones porque la segunda y la tercera resultaban mutuamente excluyentes y, además, porque el poder presentado con la demanda no cumplía con los requisitos legales exigidos.  Además de la anterior propuso las que denominó de indebida representación de la parte demandante, de caducidad y de prescripción, respecto de las cuales no presentó sustentación alguna
.

Ecopetrol solicitó llamar en garantía a los 125 propietarios de las llamadas Unidades Barco, aduciendo que solamente atendió en su carácter de depositario las órdenes dadas por la Sociedad Escobar y Barco Cía. Ltda. Agregó que, si por fuerza del pronunciamiento judicial se llegara a declarar que Escobar y Barco Cía. Ltda., no tenía derecho a recibir el crudo que le entregó a los llamados, se habría producido un pago de lo no debido, lo cual  lo facultaría para accionar contra los llamados en procura de obtener los reembolsos e indemnizaciones previstas en los artículos 2313 y siguientes del Código Civil y demás normas aplicables, llamamiento que fue aceptado mediante providencia del 17 de junio de 1992
.

En esa oportunidad fueron debidamente notificados Emilio Rodríguez V., María González de Barco, Dolores Barco de Serrano, María Eugenia Mora de Barco, Helena Uribe de Escobar, Patricia Sanclemente, Alfonso Barco Rico, Isabel Ordóñez de González, María Isabel González Ordóñez, Carlos F. González y Edelma de Barco; sin embargo, ninguno de ellos contestó el llamamiento
.

Vencido el período probatorio previsto en providencias del 6 de mayo y 26 de agosto de 1993
, el Tribunal a quo corrió traslado a las partes para que alegaran de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto de fondo.  

La parte demandante, luego de hacer una valoración de las pruebas obrantes en el proceso, señaló que de ellas  se concluía que Escobar Barco y Cía. Ltda., ratificó haber  celebrado un contrato con  ella, cuyo objeto fue  la  venta de 86.091 barriles de crudo Barco que debían ser entregados por Ecopetrol, quien los tenía en calidad de depositaria  forzosa  en el puerto de Coveñas. 
Agregó que también era claro que la empresa demandada nunca entregó los barriles de petróleo a la actora, quien, dice, en todo momento, desde la fecha en que se ratificó la negociación, dio estricto cumplimiento a la prestación pactada para garantizar el pago del crudo a través de  la apertura de una carta de crédito que le fue otorgada por la compañía Bulk Oil, con la que había celebrado un contrato de compraventa sobre la misma cantidad de crudo negociada con Escobar Barco y Cía. Ltda., concluyendo así que todos los requisitos para la entrega del crudo fueron cumplidos por ella, pese a lo cual Ecopetrol mantuvo en su poder el crudo, causándole graves perjuicios económicos y morales por cuanto se vio obligada a incumplir una negociación celebrada sobre el mismo crudo, incumplimiento que afectó su imagen en el mercado norteamericano
.
Ecopetrol y el Ministerio de Minas y Energía, entidades que presentaron un alegato de conclusión conjunto, señalaron que el 25 de agosto de 1981, fecha para cuando operó la reversión de la Concesión Barco, en los tanques de almacenamiento de Tibú quedaron 86.091 barriles de petróleo de propiedad de los titulares de las llamadas Unidades Barco, representadas por la sociedad Escobar Barco y Cía. Ltda., pero que dicha reversión no afectó la calidad de bien privado del crudo almacenado, ni la titularidad de la propiedad del mismo; que la tenencia del crudo, a partir de ese momento, quedó en cabeza de Ecopetrol como propietario de los tanques de almacenamiento y aclararon que no existió ningún contrato entre Ecopetrol y Escobar Barco y Cía. Ltda., por lo que, de acuerdo con el artículo 8º de la Ley 153 de 1887, se debían aplicar las normas que regulaban el contrato de depósito mercantil establecidas en los artículos 1170 y siguientes del Código de Comercio, entendiendo así que Escobar Barco y Cía. Ltda., actuaba como depositante y Ecopetrol como depositario, desde el momento mismo de la reversión. 
Agregaron que de tal circunstancia se había dado cuenta a la Sociedad Escobar Barco y Cía. Ltda., en  comunicaciones dirigidas por Ecopetrol, fechadas a 4 de junio y 10 de julio de 1981, antes de producirse la reversión, en las que le propuso a tal sociedad dos opciones: la compra del petróleo al precio de liquidación de las regalías o mantenerlo almacenado de acuerdo con una tarifa a convenir.
Según su entender, la sociedad demandante habría incurrido, tanto en la reclamación formulada a Ecopetrol como en la demanda, en varios errores de interpretación, consistentes en: i) haber entendido que seguía vigente el contrato de compraventa celebrado en 1974, cuando éste había finalizado en 1977 al configurarse la causal de fuerza mayor, consistente en la prohibición de exportación del crudo, prohibición determinada mediante Resolución 56 de 2 de mayo de 1977 del Ministerio de Minas y Energía, con lo que se cumplió la condición resolutoria en tal contrato prevista por haberse excedido los plazos máximos pactados para el cumplimiento de la obligación de entrega. En el mismo error –considera- incurrió Escobar Barco y Cía. Ltda., quien entendió, en febrero de 1982, que se estaba buscando cumplir el contrato anterior, cuando, en realidad, se trataba de un intento fallido de celebrar un nuevo contrato de compraventa entre las mismas partes respecto de los 86.091 barriles depositados en los tanques de la empresa, en relación con los cuales, además, nunca hubo consenso sobre su precio; ii) la demandante se creyó propietaria de los barriles de crudo, cuando nunca Escobar Barco realizó la entrega de los mismos; iii) la anterior creencia condujo a que la demandante se considerara depositante del crudo frente a Ecopetrol. Por todo lo anterior la demandante habría pretendido extender la obligación de entrega de la cosa vendida a Ecopetrol y, por la misma razón, demandó por perjuicios a la empresa y no a Escobar Barco. 
Adujeron como probada en el proceso la excepción de falta de jurisdicción, dado que la discusión versaba sobre  el cumplimiento de las obligaciones que se derivaban del contrato de depósito entre Ecopetrol y Escobar Barco y Cía. Ltda., controversia cuyo conocimiento está atribuido a la justicia ordinaria, dado que no implica el cumplimiento de ninguna función administrativa, en los términos del artículo 82 del Código Contencioso Administrativo. 

Posteriormente se ocuparon de estudiar la responsabilidad extracontractual de Ecopetrol, señalando que la demandante hizo consistir la causa del daño sufrido en la no entrega del crudo por parte de Ecopetrol, por lo que procedieron a examinar si existía alguna razón de origen voluntario o legal distinta del contrato de compra venta celebrado entre la demandante y los propietarios de las Unidades Barco.  

En el marco de tal ejercicio, consideraron que a Ecopetrol no la vinculaban las condiciones del contrato firmado por Colpet y Sagoc con los titulares de las Unidades Barco en 1932, pues su obligación se limitaba a entregar el crudo en Tibú, donde se encontraba almacenado o, si querían que fuera entregado en otro lugar, lo haría pero mediando el pago de la tarifa de transporte respectiva, por lo que conminó en varias ocasiones a Escobar Barco para que retirara el petróleo de sus instalaciones y le pagara los costos de almacenamiento. 
Finalmente, calificaron de contradictorio el régimen de responsabilidad planteado por la demandante, porque en su demanda reclamó daños de origen extracontractual, los cuales sustentó en una pretendida cesión de derechos de origen contractual, de la que resultaría el vínculo jurídico entre Wallace y Ecopetrol que determinaría la obligación de la empresa de entregarle el crudo depositado
.

 Escobar Barco y Cía. Ltda., señaló que la autorización y mandato que dio a Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation, para recibir el petróleo de las llamadas Unidades Barco, estuvo siempre condicionado a la constitución de una específica y determinada carta de crédito en favor del representante de aquella, como es notorio en los oficios de 15 de diciembre de 1983 y junio de 1986, razón por la cual, sin que se hubiera constituido la carta de crédito, la actora no podía recibir el petróleo, ni mucho menos reclamar derecho alguno. Aseguró que nunca se realizó por parte de la demandante la apertura de dicha carta, ni se solicitó en las pruebas de la demanda su exhibición. La certificación que se aportó al proceso da cuenta de una carta de crédito en la que no hay ninguna referencia a las partes citadas en el proceso y que solo tuvo vigencia entre el 10 de diciembre de 1984 y el  28 de febrero de 1985, lo que no coincide con la última manifestación de Escobar Barco a Wallace and Wallace, según la cual  se le daba un plazo hasta el 26 de junio de 1986 para presentarla. Concluyó sobre este punto que si la carta de crédito existió, jamás fue utilizada y nunca se hizo llegar a Escobar Barco
.

II. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca profirió sentencia el 1 de agosto de 2000, mediante la cual declaró no probadas las excepciones propuestas y negó las pretensiones de la demanda. 

Para arribar a tal declaración manifestó el a quo, contrario a lo afirmado en la demanda, que Escobar Barco nunca cedió el petróleo a Ecopetrol  y que aparecía  probada en el proceso la autorización de 1° de junio de 1982, expedida por Escobar Barco a Ecopetrol para que le hiciera entrega a Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation del crudo directamente o de su equivalente en Fuel Oil Nº 6, la que se debía efectuar contra entrega de carta de crédito irrevocable en dólares en favor de la primera, por lo que, así las cosas, Ecopetrol solo podía entregar el crudo siguiendo las instrucciones de Escobar Barco. 

Agregó el a quo que la carta de crédito discutida no reposaba en el expediente y que solamente obraba en sus foliaturas el fax dirigido por Escobar Barco a la demandante el 10 de diciembre de 1984, mediante el cual le daba las instrucciones para expedirla, y una carta del representante de la sociedad demandante al Banco Anval de Panamá, para que, una vez recibida la suma de US $672.770.16, expidiera dos títulos por sumas diferentes, uno para Escobar Barco y otro para Inversiones Papir, por lo que resultaba evidente que, ante la inexistencia de dicha carta de crédito, Ecopetrol estaba absolutamente imposibilitada para entregar a Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation el bien depositado. 
Adujo que las supuestas demoras que se reprochaban a Ecopetrol tenían su razón de ser: 1) porque el contrato suscrito entre la demandante y Escobar Barco & Cía. Ltda., no obligaba a Ecopetrol, razón por la cual, si el crudo se encontraba en Tibú ese era el sitio en donde debía entregarlo; 2) la posición del Ministerio de Minas y Energía, entidad que el 20 de diciembre de 1984 prohibió la exportación del crudo y, 3) la posición asumida por Escobar Barco, quien desde el 3 de agosto de 1985 revocó la autorización que le había dado a Ecopetrol para la entrega del petróleo a Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation, situación  que incidió  fundamentalmente en la conducta que en adelante debió  asumir Ecopetrol, y que no podía ser distinta a esperar una nueva autorización del propietario para la entrega del petróleo a quien éste  ordenara.
Concluyó que el asunto fundamental se contraía al  incumplimiento de la actora de los términos del contrato, como que en él  se había estipulado  su obligación de presentar a Ecopetrol una carta de crédito irrevocable en favor de la vendedora, ya que la entrega del crudo dependía inexorablemente de su  recibo, condición que no aconteció. 

Por último, manifestó abstenerse de proferir cualquier pronunciamiento sobre las pretensiones de la demanda contra la Sociedad Escobar Barco y Cía. Ltda., por tratarse de un asunto privado, de origen contractual, que no era de competencia de la jurisdicción
.

III. RECURSO DE APELACION

Inconforme con lo resuelto, la demandante interpuso recurso de apelación
 que le fue concedido por auto de 12 de septiembre de 2000
 y que se admitió por esta Corporación mediante proveído del 15 de febrero de 2001
. Después de hacer nuevamente la relación de las pruebas obrantes en el proceso, manifestó que la sociedad Escobar Barco y Cía. Ltda., ratificó el contrato para la venta de 86.091 barriles de petróleo en favor de la sociedad Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation, los cuales debían ser entregados de acuerdo con las condiciones pactadas por Ecopetrol, quien -aseguró- los tenía en calidad de depositario forzoso, FOB en el puerto de Coveñas; adujo que la empresa no le entregó el crudo a pesar de que ella le había dado estricto cumplimiento a la prestación pactada para garantizar su pago, consistente en la apertura de una carta de crédito, la cual fue otorgada por la compañía Bulk Oil a quien -a su vez- había vendido el crudo. Insistió en que la no entrega del petróleo le produjo graves perjuicios, dado que, por ello, debió incumplir otra negociación, situación que la  desprestigió frente al mercado norteamericano.  Finalmente, solicitó que la indemnización que reclamaba se liquidara con base en los dos dictámenes periciales presentados en el proceso
.
En esta instancia se le dio el trámite de rigor al recurso. Durante el término concedido para alegar de conclusión
 y rendir concepto, el Ministerio de Minas y Energía guardó silencio. 

La sociedad demandante reiteró lo dicho en la sustentación de la apelación  acerca de la existencia de la discutida carta de crédito e insistió en que ella había cumplido con todos los requisitos necesarios para la entrega del crudo, aún aquellos que no contaban con respaldo legal y, a pesar de ello, la empresa demandada había mantenido el crudo en su poder, causándole un grave perjuicio
.

Por su parte Ecopetrol insistió nuevamente en que el poder conferido por la demandante a su mandatario no lo facultaba para formular demanda en su contra, concluyendo que carecía de poder para ese efecto. De otra parte, recabó en que la controversia versaba sobre una relación puramente contractual, consistente en la tenencia de un bien de propiedad privada, por lo que la jurisdicción competente para conocer del litigio no era la contencioso administrativa, ya que no involucraba el ejercicio de funciones administrativas por su parte. 
En relación con el tema de la no entrega del crudo a la demandante, afirmó nuevamente que ésta no cumplió con la condición establecida en el acuerdo con Escobar Barco para la venta del mismo, como era el otorgamiento y entrega de una carta de crédito irrevocable en dólares de los Estados Unidos en favor de la vendedora, pues dicho documento no obraba en el expediente porque nunca existió, condición que estaba claramente establecida en el oficio de 1° de junio de 1982 y su incumplimiento provocó la revocatoria de la autorización de entrega del petróleo de Escobar Barco a Ecopetrol, en el oficio del 2 de agosto de 1985, ratificado el 21 de julio de 1986. 
De acuerdo con lo anterior -expresó- no podría imputarse responsabilidad alguna a Ecopetrol como depositario del crudo y, menos aún, se le podría  deducir algún tipo de responsabilidad cuando la sociedad demandante nunca tuvo nexo jurídico de ninguna especie con Ecopetrol. Señaló,  por último, que, a pesar de que la autorización de entrega nunca nació a la vida jurídica, resultaba claro que la entrega del crudo solo podía realizarse en el lugar donde se encontraba almacenado, Tibú y no en Coveñas, por tratarse de una carga adicional no regulada por el depósito forzoso
.
La sociedad Escobar Barco y Cía. Ltda., aclaró que fue vinculada al proceso como tercero interesado y no como llamada en garantía y que, además,  actuaba exclusivamente en nombre propio;  insistió en que la autorización de recibo del petróleo dada a la demandante estaba condicionada a que ésta constituyera una carta de crédito en favor de la representante de las Unidades Barco, condición que nunca cumplió y que constituía la razón por la que no pudo recibir la demandante el petróleo, y  mucho menos  reclamar algún derecho. 
Manifestó que la certificación que obra en el expediente y que hace referencia a una carta de crédito confirma que tal  carta de crédito nunca fue constituida a favor de la Sociedad Escobar Barco y Cía. Ltda., y agregó que la misma fue aportada de manera irregular en el curso de un interrogatorio de parte. 
Finalmente interpuso apelación adhesiva para que se condenara en costas a la parte demandante, recurso que fue admitido mediante providencia del 31 de mayo de 2001
. 
El Ministerio Público solicitó la confirmación de la sentencia apelada. Señaló que la resolución de la controversia residía en la determinación de los negocios jurídicos que se llevaron a efecto entre las partes, como en las decisiones tomadas por ellas posteriormente. 
Inició su intervención refiriendo que en virtud de lo acordado en  el contrato celebrado entre la Sociedad Escobar Barco y Cía. Ltda. y Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation en 1974, modificado en 1982, la primera vendería 86.091 barriles de petróleo Barco, al precio de llegada en puerto, y la segunda abriría una carta de crédito irrevocable en dólares a favor de la primera. Dicho crudo, resultante de la reversión de la concesión Barco, se encontraba en los campos de Ecopetrol en Tibú, en calidad de depósito necesario, en virtud del cual  la empresa se obligaba a devolverlo a Escobar Barco y Cía. Ltda.  en el momento en que lo requiriera. 
Agregó que los contratos de compraventa y de depósito eran dos negocios completamente separados que coincidían en el mismo objeto, los barriles de petróleo Barco, producto que sería entregado a la demandante siempre y cuando se abriera la carta de crédito en favor de la vendedora, razón por la cual  Ecopetrol comunicó a la actora que quedaría pendiente de la orden de Escobar Barco para hacer entrega de los barriles de petróleo en Tibú. 
Precisó el Colaborador Fiscal que  la manifestación de Escobar Barco de entregar el crudo a Wallace and Wallace, comunicada a Ecopetrol, a más de encontrarse sujeta a una condición suspensiva  -la apertura de la carta de crédito en favor de la vendedora-, era una mera autorización para recibir el bien, por lo que no le otorgaba su  propiedad .  Adujo que Escobar Barco y Cía. Ltda., como propietario del crudo y depositante, podía establecer -como lo hizo- las condiciones para la entrega, máxime cuando ellas no significaban modificación del compromiso contractual, “pues dicha sociedad recibiría jurídicamente el bien por medio de un tercero autorizado para el efecto”. 
Finalmente concluyó que  la condición no se cumplió y que del del material probatorio no resultaba  demostrada la entrega de la carta de crédito a favor de Escobar Barco y Cía. Ltda., razones por las que no se podía imputar responsabilidad alguna a la empresa demandada
. 

IV.- CONSIDERACIONES

1. Competencia.
Corresponde a esta Sala decidir el recurso de apelación dado que la providencia recurrida fue proferida en un proceso de doble instancia, pues la pretensión mayor, correspondiente al perjuicio moral a favor de la demandante se estimó en la suma de $35´000.000, mientras que el monto exigido en el año 1988 para que un proceso, adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa, tuviera vocación de segunda instancia era de $3.500.000
.
2. La naturaleza del instituto jurídico de la caducidad de la acción y la contabilización del término que la configura.
Como la Sociedad Escobar Barco & Cía. Ltda., dio por terminado el contrato de compraventa realizado con la demandante el 2 de agosto de 1985, resulta necesario estudiar si el término de caducidad para el ejercicio de la presente acción ha de empezarse a contar desde ese momento o desde una fecha posterior. 

En garantía de la seguridad jurídica el legislador instituyó la figura de la caducidad como una sanción por el no ejercicio de determinadas acciones judiciales dentro de un término específico fijado por él, circunstancia que impone a los interesados la carga de formular la demanda correspondiente dentro de dicho plazo, so pena de perder la oportunidad para hacer efectivo su derecho.

Ahora bien, tan importante como tener presente lo anterior viene a serlo que el legislador previó reglas para la contabilización de los términos de caducidad y, en tal sentido, en cuanto al ejercicio de la acción de reparación directa hace, la regla general indica que –decía la norma vigente para el momento de los hechos- el término para interponerla empieza a correr a partir del mismo día  del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble por causa de trabajos públicos, según las voces del numeral 8 del artículo 136 del C.C.A., contenido en el Decreto Ley 01 de 1984
.
Si bien es cierto que, como se acaba de señalar, la regla general para la contabilización del término de caducidad es la que se dejó indicada, la jurisprudencia de esta Sección ha señalado que pueden darse eventos en los cuales la manifestación o conocimiento del daño no coincida con el acaecimiento mismo del hecho que le dio origen, resultando –en consecuencia- ajeno a un principio de justicia que, por esa circunstancia que no depende ciertamente del afectado por el hecho dañoso, no pueda éste obtener la protección judicial correspondiente. Por ello, en aplicación del principio pro damnatum y en consideración a que el fundamento de la acción de reparación es el daño, se ha aceptado que en tales casos el término para contar la caducidad de la acción indemnizatoria empiece a correr a partir del momento en que se conozca o se manifieste el daño. Así, en efecto, lo ha manifestado esta Corporación en los siguientes términos: 

“La determinación del momento a partir del cual se produce la caducidad de la acción no presenta problemas cuando la realización del hecho, operación, ocupación u omisión coinciden con la producción del daño. No obstante, cuando el perjuicio se produce o se manifiesta en un momento posterior o se trata de daños permanentes, de tracto sucesivo o que se agravan con el tiempo, surgen dificultades para su determinación”.

…

“En síntesis, en un tema tan complejo como el de la caducidad, que involucra de una parte razones de justicia y de otra el interés de la seguridad jurídica, no es posible establecer criterios absolutos, pues todo depende de las circunstancias que rodean el caso concreto. No obstante, no debe perderse de vista que de conformidad con la ley, para establecer el término de caducidad se debe tener en cuenta el momento de la producción del hecho, omisión, operación u ocupación generadores del perjuicio.

“Ahora bien, como el derecho a reclamar la reparación de los perjuicios sólo surge a partir del momento en que éstos se producen, es razonable considerar que el término de caducidad en los eventos de daño que se generan o manifiestan tiempo después de la ocurrencia del hecho, deberá contarse a partir de dicha existencia o manifestación fáctica, pues el daño es la primera condición para la procedencia de la acción reparatoria.

“Para la solución de los casos difíciles como los de los daños que se agravan con el tiempo, o de aquéllos que se producen sucesivamente, o de los que son el resultado de hechos sucesivos, el juez debe tener la máxima prudencia para definir el término de caducidad de la acción, de tal manera que si bien dé aplicación a la norma legal, la cual está prevista como garantía de seguridad jurídica, no se niegue la reparación cuando el conocimiento o manifestación de tales daños no concurra con su origen”
.

Como se observa, las reflexiones que han llevado a esta Corporación a reconocer la posibilidad de acudir a la solución que se deja vista, nacen de la aplicación de los principios de equidad y de justicia, bajo una visión de la lógica de lo razonable y habida consideración de la circunstancia de desconocimiento por parte del afectado de la existencia del daño, desconocimiento, se reitera, no nacido del desinterés o descuido de éste, sino de las particularidades específicas en que surgió
.

En el marco de ese mismo universo, ha reconocido la jurisprudencia que ocurren eventos en los cuales los daños pueden provenir de un acontecimiento de agotamiento instantáneo, pero que también pueden –ocasionalmente- provenir de un hecho que se va produciendo de manera paulatina o progresiva y que esas distintas circunstancias se proyectan, también, en el ámbito de la contabilización del término de caducidad de la acción. En el primer caso no cabe duda en cuanto a que el término para interponer la demanda resarcitoria ha de empezar a contabilizarse a partir del día siguiente a aquel en que se produjo el acontecimiento dañoso (y esta constituye la regla general), pero también puede ocurrir que los efectos del daño se agraven con el tiempo, o que fenómenos sucesivos y homogéneos puedan producir daños continuos.

En eventos como estos últimos, se ha señalado por la jurisprudencia que ha de tenerse cuidado de no confundir la producción de daños sucesivos con el agravamiento de los efectos de un mismo daño
, pues en este último caso  el término para ejercitar la acción debe empezar a contarse desde el acaecimiento del hecho que le dio origen, y no así cuando los daños se producen de manera paulatina como efecto de sucesivos hechos u omisiones, o causas dañosas diversas, en cuyo caso el término para reclamar la indemnización de perjuicios corre de manera independiente para cada uno de los daños derivados de esos sucesivos eventos. 

Visto lo anterior, esto es, el tratamiento que la jurisprudencia le ha dado a la manera como ha de afrontarse la contabilización del término de caducidad de la acción resarcitoria, corresponde, ahora, entrar a determinar si en el caso que ocupa la atención de la Sala se configuró el fenómeno de la caducidad.

Ciertamente se ha demostrado que el 22 de julio de 1974 se suscribió un contrato de compraventa entre la hoy demandante y la Sociedad Escobar Barco & Cía. Ltda., ratificado el 15 de febrero de 1982, que tenía como objeto la venta de 86.091 barriles de petróleo Barco que habían sido recibidos por Ecopetrol con ocasión de la reversión de la Concesión Barco.

El 1° de junio de 1982 la propietaria del señalado petróleo autorizó su entrega a la demandante, quien, desde ese momento, se mantuvo en continua comunicación con Ecopetrol, aún después del 2 de agosto de 1985, fecha para la cual Escobar Barco & Cía. Ltda.,  dio por terminado, en forma unilateral, el contrato con la demandante.

Observa la Sala que, a pesar de que en agosto de 1985 Escobar Barco & Cía. Ltda., dio por terminado el contrato de compra venta al que se acaba de hacer referencia y así lo hizo saber a Ecopetrol, continuó haciendo manifestaciones que le permitieron a Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation suponer que no había perdido la oportunidad de recibir el petróleo, situación que puede ser verificada, entre otros documentos, en el acta de la reunión sostenida por la Junta Directiva de Ecopetrol el 10 de junio de 1986, sesión en la que se dio lectura a la comunicación enviada por Escobar Barco & Cía. Ltda., a Ecopetrol, en la que le puso de presente que el 31 de octubre de 1985 le había remitido un “modelo de carta” que sería firmado con la demandante -Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation-, en caso de que la propuesta contenida en dicho proyecto de transacción fuese aceptada; también le advirtió que, en aras de solucionar el dilatado asunto, se encontraba dispuesta la empresa a autorizar la entrega del crudo a la ahora demandante antes del 21 de junio de 1986, término en el cual debía constituir, para el pago del producto, carta de crédito irrevocable a favor de la vendedora.

También reposa comunicación del 6 de marzo de 1986, en la que el Presidente de Ecopetrol comunicó a Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation que desistía de la opción de compra y le solicitaba información sobre el sitio donde debía entregarle el petróleo. 
Posteriormente,  la sociedad Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation, los días 1, 8 y 22 de agosto de 1986 envió sendas comunicaciones a Ecopetrol en las que le insistió en la entrega del crudo, le aceptó la oferta de compra tantas veces formulada y realizaba algunos pronunciamientos en relación con el contrato de cesión. 

A pesar de la continua comunicación entre la demandante y Ecopetrol, esta última empresa  le hizo saber que el 24 de octubre de 1986 Escobar Barco & Cía. Ltda., había vendido el petróleo a la Compañía Shell de Colombia Inc.,  a quien se lo había entregado finalmente.    

Del anterior recuento se concluye que Ecopetrol desarrolló actos positivos con los cuales le daba a entender a la demandante que, aunque el contrato que había suscrito con Escobar Barco & Cía. Ltda., había sido dado por terminado por esta sociedad en forma unilateral, seguía reconociéndole derecho sobre el petróleo hasta el momento en que le informó que, por mandato de Escobar Barco & Cía. Ltda., se lo había entregado a la Compañía Shell de Colombia Inc., de todo lo cual se sigue que, si no se contara el término de caducidad para ejercer la presente acción desde esta última fecha -24 de octubre de 1986-,  se vulneraría el principio de la confianza legítima
 que soporta las relaciones entre el administrado y la Administración en aplicación del principio constitucional de la buena fe, pues lo contrario implicaría entender que tal confianza genere para quien la deposita consecuencias adversas, en este evento en relación con la caducidad.    

Así las cosas, se ha de tener que el perjuicio por el cual se demanda se consolidó el 24 de octubre de 1986, fecha en la cual la demandante conoció, por parte de la demandada, la venta del petróleo a la Compañía Shell de Colombia Inc., lo cual  significa que la demanda podía ser instaurada hasta día 24 de octubre de 1988 y, como ello se hizo el 10 de agosto de ese mismo año, resulta evidente que la acción se ejercitó dentro del término previsto por la ley (Art. 136-8 del CCA). 

3. Representación de la demandante

Antes de iniciar el estudio del fondo del asunto considera la Sala necesario examinar la representación de la Sociedad Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation, pues dicho aspecto se cuestionó en varias oportunidades a lo largo del proceso.

De conformidad con lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 48 del Código de Procedimiento Civil, “las personas jurídicas extranjeras que no tengan negocios permanentes en Colombia, estarán representadas en los procesos por el apoderado que constituyan con las formalidades prescritas en este Código”.

El 12 de enero de 1982 la Sociedad Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation otorgó poder general para que la representaran en “todas las actuaciones judiciales y extrajudiciales conducentes a exigir y obtener el cumplimiento de contratos celebrados entre ésta y Escobar Barco & Cía. Ltda.”, poder que fue protocolizado mediante escritura pública 673 del 10 de mayo de 1983 otorgada en la Notaría Treinta y Una  de Bogotá
, y que fue ratificado mediante la escritura No. 6101 de 18 de junio de 1984 de la Notaría Quinta de Bogotá
.

El 18 de enero de 1988 y el 5 de julio de 1996, la representante legal de Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation en Estados Unidos, ratificó el poder general inicialmente otorgado, cosa que hizo mediante escritura pública N° 2, firmada el 18 de enero de 1984 ante el Consulado General Central de Colombia en Nueva York, ratificaciones que fueron presentadas ante notario público del Condado de Queens en el Estado de Nueva York  y autenticadas ante el Consulado General Central de Colombia en esa ciudad, así como también ante la Oficina de Negocios Generales del Ministerio de Relaciones Exteriores, documentos -todos ellos-  que se encuentran traducidos oficialmente
. 
Revisado el expediente se encuentra que las ratificaciones hechas por el representante legal de Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation fueron presentadas así: 1) la primera con los anexos de la demanda y, 2) la segunda ante el Tribunal a quo, en cumplimiento a lo dispuesto en el auto de pruebas
. 

En ejercicio del poder general otorgado, el Doctor Fernando Ortiz Guarnizo, a su vez, otorgó poder especial a un profesional del derecho para que iniciara y llevara hasta su terminación las acciones contencioso administrativas pertinentes, con el fin de obtener de la Nación – Ministerio de Minas y Energía y de Ecopetrol el pago de los perjuicios de todo orden que le fueron causados
.
Considera la Sala que los anteriores documentos son idóneos y suficientes para establecer la legitimidad de la representación judicial de la sociedad demandante en el proceso, de acuerdo con lo reglado por el inciso segundo del artículo 48 del mencionado Código de Procedimiento Civil.

4. El objeto del recurso de apelación

Antes de abordar el análisis respecto del objeto del recurso de apelación interpuesto por la parte actora, resulta necesario recordar que el mismo solamente se ocupó de controvertir el tema relacionado con el cumplimiento de la obligación contractual consistente en la constitución de una carta de crédito por la sociedad demandante, requisito que, una vez se cumpliera ante Escobar Barco & Cía. Ltda., y previa información de dicha circunstancia por parte de ésta a Ecopetrol, obligaba a  esta última a hacer entrega de los 86.091 barriles de petróleo pactados en el contrato de compraventa. 

En razón de lo anterior y por considerar la demandante que sí había cumplido con la constitución de la carta de crédito, solicitó que se revoque la sentencia impugnada y, en su lugar, se acceda a las pretensiones de la demanda.

Debe resaltar la Sala que a través del recurso de apelación se ejerce el derecho de impugnación contra una determinada decisión judicial –en este caso la que contiene una sentencia–, por lo cual corresponde al apelante confrontar con sus propias consideraciones los argumentos que el juez de primera instancia tuvo en cuenta para tomar su decisión,  para, sobre dicha base, solicitarle al juez de superior jerarquía funcional que decida sobre los puntos o asuntos que precisamente se cuestionan ante la segunda instancia. Lo anterior de conformidad con lo establecido en la parte inicial del artículo 357 del Código de Procedimiento Civil, en los siguientes términos: 

“La apelación se entiende interpuesta en lo desfavorable al apelante y por lo tanto el superior no podrá enmendar la providencia en la parte que no fue objeto del recurso, salvo que en razón de la reforma fuere indispensable hacer modificaciones sobre puntos íntimamente relacionados con aquélla. (…) .” 

En este orden de ideas, resulta claro que para el juez de segunda instancia su marco fundamental de competencia lo constituyen las referencias conceptuales y argumentativas que se aducen en contra de la decisión que se hubiere adoptado en primera instancia, por lo cual, en principio, los demás aspectos, diversos a los planteados por el recurrente, se excluyen del debate en la instancia superior, toda vez que en el recurso de apelación operan tanto el principio de congruencia
 de la sentencia como el principio dispositivo
, razón por la cual la jurisprudencia nacional ha sostenido que “las pretensiones del recurrente y su voluntad de interponer el recurso, condicionan la competencia del juez que conoce del mismo. Lo que el procesado estime lesivo de sus derechos, constituye el ámbito exclusivo sobre el cual debe resolver el ad quem al amparo de la máxima ‘tantum devolutum quantum appellatum’ ”
. 

Así pues, cuando la ley lo exija, el recurrente debe señalar en forma oportuna, esto es dentro de los términos establecidos por la ley, tanto los asuntos o aspectos que considere lesivos de sus derechos, como también justificar las razones de su inconformidad, a las cuales deberá ceñirse el juez del recurso
. La exigencia legal de que el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia deba sustentarse no es, en consecuencia, una simple formalidad irrelevante para el proceso, por lo cual su inobservancia acarrea la declaratoria de desierto y, de contera, la ejecutoria de la providencia que se recurre
. 

La Sección ha delimitado el estudio del recurso de alzada a los motivos de inconformidad expresados por el recurrente, como sigue: 

“Ninguna precisión resultaría necesario efectuar en relación con el régimen de responsabilidad aplicable a las circunstancias del caso concreto, ni en cuanto a la concurrencia, en el mismo, de los elementos constitutivos del régimen respectivo, habida cuenta que el recurso de apelación incoado por la entidad demandada no controvierte tales extremos y la parte actora no recurrió la sentencia de primera instancia, de manera que los referidos, son puntos de la litis que han quedado fijados con la decisión proferida por el a quo”
. 

En posterior pronunciamiento efectuado por la Sección, se precisó: 

“De conformidad con el principio de congruencia, al superior, cuando resuelve el recurso de apelación, sólo le es permitido emitir un pronunciamiento en relación con los aspectos recurridos de la providencia del inferior, razón por la cual la potestad del juez en este caso se encuentra limitada a confrontar lo decidido con lo impugnado en el respectivo recurso y en el evento en que exceda las facultades que posee en virtud del mismo, se configurará la causal de nulidad prevista en el numeral 2 del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, relativa a la falta de competencia funcional”
.

Más recientemente la Sección vino a pronunciarse en el mismo sentido en sentencia del 9 de febrero de 2012
:

“La apelación se entiende interpuesta en lo desfavorable al apelante y por lo tanto el superior no podrá enmendar la providencia en la parte que no fue objeto del recurso, salvo que en razón de la reforma fuere indispensable hacer modificaciones sobre puntos íntimamente relacionados con aquella (…)” (se resalta).

Así las cosas, la Sala, en su condición de juez de la segunda instancia, se circunscribirá al estudio de los motivos de inconformidad planteados en el recurso de apelación interpuesto por la Sociedad Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation.

5. El caso concreto 

En el presente asunto se tiene que la parte actora pretende derivar su pretensión indemnizatoria de una presunta falla en el servicio en la que habrían incurrido las demandadas por la demora y negativa en entregar 86.091 barriles de petróleo crudo que habría adquirido la demandante mediante contrato suscrito con la Sociedad Escobar Barco y Cía. Ltda., y que habían sido recibidos por Ecopetrol como depositario a nombre de la Nación al momento de operar la reversión de la concesión Barco
. 
Del material probatorio allegado en debida forma al proceso, se encuentra probado que Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation nunca constituyó la carta de crédito a favor de Escobar Barco & Cía. Ltda., requisito indispensable para que Ecopetrol  le hiciera entrega del petróleo al que se refieren los hechos de la demanda, afirmación que tiene respaldo en las siguientes circunstancias debidamente demostradas: 

1.- El 22 de junio de 1974 se celebró entre Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation y Escobar Barco & Cía. Ltda., un contrato de compra venta de petróleo que se perfeccionó en esa misma fecha con la firma de las partes y fue protocolizado por la ahora demandante mediante la escritura pública No. 10860 de 15 de diciembre de 1983, cuya cláusula 6.01 disponía que el pago se haría mediante cartas de crédito irrevocables a favor de la vendedora por el Chase Manhatan Bank, dentro de los 30 días siguientes a que se informara que el embarque se encontraba listo, las cuales tendrían una vigencia de 60 días, exigibles contra presentación de los documentos de embarque
. 

2.- El 14 de febrero de 1982 Escobar Barco & Cía. Ltda. y Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation perfeccionaron un acuerdo referente al contrato de 22 de junio de 1974, que fue protocolizado el 15 de diciembre de 1983 mediante escritura pública No. 10861 de la Notaría Quinta del Círculo de Bogotá, en el que se aumentó el valor del producto compra-vendido y se ratificó que la demandante pagaría el precio del crudo mediante la apertura de una carta de crédito irrevocable, “otorgada por un banco” a favor de Escobar Barco & Cía Ltda.
.
3.- Una vez recibido el petróleo por Ecopetrol, en cumplimiento de lo dispuesto en la Resolución Ejecutiva No. 204 de 25 de agosto de 1981, Escobar Barco & Cía. Ltda., mediante misiva del 1° de junio de 1982
 puso en su conocimiento la celebración del contrato de compraventa de petróleo con Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation y le solicitó que los 86.091 barriles de petróleo Barco fueran entregados a esta última, previa constitución de una carta de crédito a su favor. 
4.- El 10 de mayo de 1985 Escobar Barco y Cía. Ltda., comunicó a Ecopetrol, con copia a Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation, la confirmación del negocio con esta última y le solicitó coordinar con la demandante la entrega FOB Coveñas para efectos de la nominación del tanquero que transportaría el crudo y la apertura de la carta de crédito para el pago de los gastos de transporte, servicio a la nave y almacenaje
. 
5.- El 24 de diciembre de 1984
 Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation envió al Banco Anval S.A. de Panamá, una autorización para que al recibo de US$ 672.770,16 de la Banca Della Svizzera Italiana Lugano, bajo la carta de crédito No. 840/913/D, constituida por Bulk Oil Trading A.G. a favor de Usa International Sales Company Inc., realizara una transferencia por US$ 440.785,92 a favor de Escobar Barco & Cía. Ltda., al télex No. 44729 y un cheque de gerencia por US$231.984.24 a favor de Inversiones Papir  S.A..
6.- El 21 de enero de 1985
 Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation autorizó en forma irrevocable al Banco Anval S.A. de Panamá a pagar las sumas antes enunciadas a favor Escobar Barco & Cía. Ltda., y Tapiz S.A.
 de Panamá, dentro de los 15 días siguientes a la presentación del conocimiento de embarque marítimo que certificara la entrega por parte de Ecopetrol del crudo Barco.  
7.- El 18 de agosto de 1993
 la Banca della Svizzera Italiana, certificó que el 10 de diciembre de 1984 había expedido la carta de crédito irrevocable y transferible No. 840.913/D al Banco Nacional de Panamá por orden de Bulk Oil Trading A.G. ZUG.  Corporation y a favor de Fernando Ortiz como agente de USA International Sales Company Inc.; que la misma había expirado el 28 de febrero de 1985, sin haber sido utilizada.  Este documento fue allegado al expediente junto con su traducción oficial, autenticado ante el consulado de New York y presentado ante el Jefe de Legalizaciones del Ministerio de Relaciones Exteriores
. 
De lo destacado en precedencia, viene a resultar claro que Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation nunca cumplió con la obligación que le correspondía de conformidad con lo pactado en el contrato de compraventa de Crudo Barco al cual se ha hecho referencia en esta providencia, en lo relacionado con la forma de pago, esto es, con la constitución de la carta de crédito a favor de Escobar Barco & Cía. Ltda., para que esta sociedad le ordenara a Ecopetrol la entrega del crudo, debiéndose, en tal virtud, prohijar la visión que informó en este punto la providencia proferida por el a quo.  Es que no puede caber duda en cuanto a que la obligación principal de Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation, como compradora del petróleo referido, consistía en el pago del precio del producto
 en la forma expresamente convenida en el contrato, es decir, mediante la apertura de una carta de crédito irrevocable a favor de la sociedad Escobar Barco & Cía. Ltda.
, cosa que, tal como quedó establecido, nunca se hizo. 

Aunque, ciertamente, en varias oportunidades
 Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation le solicitó a Ecopetrol que fijara fecha de entrega del petróleo, con el fin de constituir la carta de crédito a favor de Escobar Barco & Cía. Ltda., lo cierto es que dicho título no se materializó y pretendió suplirlo con la realización de algunos trámites ante el Banco Anval de Panamá, que no se ajustaban a lo contractualmente convenido con su vendedora, que le imponían una específica forma de hacerlo. 
Teniendo en cuenta que frente a la forma de pago del producto compra vendido se pactó específicamente la constitución de una carta de crédito a favor de Escobar Barco & Cia. Ltda., considera la Sala necesario ilustrar el tema relacionado con ésta.

Para establecer la naturaleza de  la carta de crédito se hace necesario iniciar explicando que tal como lo declara el artículo 1408 del Código de Comercio, el contrato de crédito documentario es un acuerdo por virtud del cual un establecimiento bancario conocido como banco emisor u ordenador, por solicitud de un cliente, a quien se denomina ordenante del crédito, y de acuerdo con las instrucciones impartidas por éste, se obliga directamente o por conducto de un banco corresponsal, a pagar a un tercero –beneficiario-, hasta cierta cantidad de dinero, o a pagar, aceptar o negociar letras de cambio emitidas por éste, contra la presentación de los documentos estipulados y de conformidad con los términos y condiciones preestablecidos.
Aceptada la propuesta del crédito por la entidad bancaria, se perfecciona el contrato de crédito documentario, en desarrollo del cual aquella emite, con sujeción a las instrucciones impartidas por el ordenante –deudor-, una carta de crédito al beneficiario -acreedor-, obligándose autónoma y directamente con éste a pagarle hasta cierta cantidad de dinero, o a pagar, aceptar o negociar letras de cambio giradas por él, según lo acordado con el ordenante, previa la presentación de los documentos predeterminados, con los cuales acredite el cumplimiento de las obligaciones contraídas por razón del negocio originario.

Así las cosas la carta de crédito es un instrumento de pago, mediante el cual un establecimiento bancario conocido como banco emisor obrando por solicitud y de conformidad con las instrucciones de un cliente, a quien se denomina ordenante del crédito, debe hacer un pago a un tercero, denominado beneficiario, contra la entrega de los documentos exigidos, siempre y cuando se cumplan las condiciones del crédito. 

En otras palabras, de cara al presente caso, sería un compromiso escrito asumido por un banco de efectuar el pago al vendedor a su solicitud y, de acuerdo con las instrucciones del comprador hasta la suma de dinero indicada, dentro de determinado plazo y contra entrega de los documentos indicados. Este instrumento es uno de los documentos más sencillos en su forma y de los más complejos en cuanto a su contenido, el cual ha sido igualmente denominado crédito comercial, crédito documentario, y en algunas ocasiones simplemente crédito. 

Ahora bien, de conformidad con el artículo 1409 del citado Código de Comercio la carta de crédito deberá contener:

1º.- El nombre del banco emisor y del corresponsal si lo hubiere;

2º.- El nombre del tomador u ordenante de la carta;

3º.- El nombre del beneficiario;

4º.- El máximo de la cantidad que debe entregarse, o por la cual puedan girarse letras de cambio a cargo del banco emisor o del banco acreditante;

5º.- El tiempo dentro del cual pueda hacerse uso del crédito;

6º.- Los documentos y requisitos que deben presentarse o ser acreditados para la utilización del crédito.
El crédito documentario puede ser revocable o irrevocable, dependiendo de la firmeza del compromiso contraído por el banco frente al beneficiario.  Si está facultado para cancelar el crédito mientras no haya sido utilizado por el beneficiario, o sólo lo haya sido parcialmente, es revocable
; si por el contrario, su compromiso frente al beneficiario es definitivo, será irrevocable. A falta de estipulación en contrario, se considera revocable
.

También será transferible cuando así se haga constar expresamente en ella o de no haberse prohibido expresamente, el crédito podrá transferirse por fracciones hasta la concurrencia de su monto, a su vez, sólo podrá utilizarse parcialmente cuando se autorice expresamente. Las cartas de crédito transferibles no podrán negociarse mediante endoso. 

Además, como consecuencia del principio de autonomía consagrado en el artículo 1415 ibídem, conforme al cual "...la carta de crédito es independiente del contrato en relación con el cual haya de aplicarse el crédito abierto...", a pesar de constituir el crédito documentario el mecanismo al cual se acude para extinguir la obligación emergente de la relación fundamental,  no está ligado con ésta, frente a la cual es independiente y autónomo, como también lo es la obligación que asume el banco respecto del beneficiario, de pagar hasta cierta cantidad de dinero, pagar, aceptar o negociar letras de cambio, según lo acordado con el ordenante, de suerte que, cada una de las relaciones que se suscitan en torno a dicha operación está desligada de las demás, vincula exclusivamente a sus partícipes, es inoponible a las restantes y no se ve afectada por el desarrollo, incidencias y circunstancias atinentes a las otras. 

Dicha negociación involucra una relación compleja, en la cual dos de sus integrantes -ordenante y beneficiario- están ligados por un negocio jurídico o relación fundamental, que bien puede ser una compraventa, o cualquier otro, del cual emane para una de las partes la obligación de pagar una suma de dinero. Para satisfacerla y por haberse convenido en dicha modalidad de pago, el deudor solicita a un establecimiento bancario –emisor-, la apertura de un crédito a favor del acreedor,  señalando en forma clara y sencilla, los términos y condiciones del crédito, que normalmente corresponden a lo acordado en el negocio original. 

Según explica la academia "... las relaciones entre comprador y vendedor generan unas consecuencias que no son oponibles a las relaciones entre banco pagador y beneficiario. A su turno las relaciones entre ordenante y banco emisor son independientes y este último no podría relevarse de pagar al beneficiario, por la presencia de hechos o circunstancias vinculados con el contrato de compraventa celebrado entre ordenante y beneficiario. Podemos, pues, afirmar que cada relación entre las partes las vincula en forma exclusiva y que los demás son terceros respecto a ella, de manera que no se afectan directamente por las resultas de la misma"
. 

Ahora bien, la única carta de crédito de la cual se tiene noticia en el expediente es la No. 840.913/D, constituida por la empresa Bulk Oil Trading A. G. ZUG. en la Banca della Svizzera Italiana y que la parte actora aduce como demostrativa del cumplimiento de su obligación, la cual se otorgó a favor de Fernando Ortiz en calidad de agente de Usa International Sales Company Inc., no de Escobar Barco & Cía. Ltda., como correspondía y aunque esta misma persona el 24 de diciembre de 1984 transfirió parte del dinero de esa carta al Banco Anval de Panamá y ordenó realizar una transferencia y un cheque de gerencia a favor de Escobar Barco & Cía. Ltda., e inversiones Papir S.A., respectivamente, -como se dejó advertido- lo cierto es que no constituyó la carta de crédito convenida con el fin de cumplir la obligación que Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation había contraído en virtud del contrato de compraventa de petróleo suscrito con Escobar Barco & Cía. Ltda., el 22 de junio de 1974 y adicionado el 15 de febrero de 1982. 

Y no constituyó la carta de crédito porque, tal como se dejó explicado, para que ésta pueda sea expedida por un banco debe existir un crédito solicitado por el ordenador a un banco, en este caso Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation, crédito que debe ser autorizado por la entidad crediticia; sin embargo, en este caso el dinero se encontraba contenido en la carta de crédito No. 840.913/D que había sido constituida a favor de una persona diferente a  Escobar Barco & Cía. Ltda.
Si bien, en principio, lo pretendido con la transferencia y la expedición del cheque de gerencia a que se ha hecho relación antes mencionados fue cumplir con el pago del precio pactado por el petróleo de marras, lo cierto es que no obra en el expediente ninguna prueba que permita entender que Escobar Barco & Cía. Ltda., hubiera tenido o podido tener por cumplido el pago del precio del contrato a través de esas órdenes, en sustitución de lo inicialmente pactado y ratificado durante la negociación – la constitución de una carta de crédito –, así como tampoco que tal aceptación la hubiera llevado a comunicarle a Ecopetrol que podía realizar la entrega del petróleo. 

La anterior afirmación obedece a que el material probatorio debidamente allegado al proceso no permite deducir que el pago del petróleo compra-vendido realmente se hubiere realizado, pues se insiste, nunca se constituyó la carta de crédito exigida como medio de pago en el contrato, ni tampoco reposa en el expediente medio probatorio que permita afirmar que el vendedor declaró satisfecho el pago de la obligación.   

Contrariamente, lo que de la prueba documental traída al proceso si resulta claro es que la carta de crédito inicialmente constituida a favor de Fernando Ortiz, que no de Escobar Barco & Cía. Ltda., en calidad de agente de Usa International Sales Company Inc., nunca fue utilizada, conclusión a la que se arriba con facilidad de la lectura del texto de la certificación expedida por la Banca Della Svizzera Italiana según la cual dicha carta de crédito “expiró el 28 de febrero de 1985, sin haber sido utilizada”
.
Teniendo en cuenta que la entrega del petróleo se encontraba condicionada a la constitución de la carta de crédito que  garantizaría el pago, es claro que si dicha condición no se cumplió no nació la obligación de Ecopetrol de hacer entrega del petróleo depositado. 

Así las cosas forzoso resulta concluir –como lo hizo el a quo- que Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation incumplió con su obligación principal, consistente en la constitución de una carta de crédito irrevocable a favor de Escobar Barco & Cía. Ltda., y debido a su incumplimiento, Ecopetrol nunca recibió la orden de entrega del petróleo por parte de Escobar Barco & Cía. Ltda.
En el marco de este contexto estima la Sala que no se encuentra configurada la falla del servicio endilgada en la demanda, habida cuenta que respecto de Ecopetrol nunca surgió la obligación de entregar el Crudo Barco. 

6. Impedimento

En atención a que el H. Consejero de Estado, Doctor Carlos Alberto Zambrano Barrera, manifestó su impedimento para conocer, discutir y votar el presente proceso, roda vez que se desempeñó como Jefe de la Unidad Judicial y Extrajudicial de la Vicepresidencia Jurídica de Ecopetrol S.A., desde el 23 de octubre de 2000 hasta el 31 de octubre de 2011 razón por la cual emitió conceptos y gestionó actuaciones judiciales tendientes a garantizar la defensa de Ecopetrol S.A. en los procesos en que ésta era parte, como el de la referencia, que fue objeto de revisión y análisis en varias reuniones presididas por él, la Sala encuentra acreditada la causal de impedimento invocada, que es la establecida en el numeral 12 del artículo 150 del Código de Procedimiento Civil que preceptúa:

“Son causales de recusación las siguientes:

12.- Haber dado el Juez consejo o concepto fuera de actuación judicial sobre las cuestiones materia del proceso, o haber intervenido en éste como apoderado, agente del Ministerio Público, perito o testigo.”

En consecuencia, dado que las circunstancias fácticas descritas por el Doctor Carlos Alberto Zambrano Barrera encuadran en la causal de impedimento invocada, debe aceptarse su solicitud de ser separado del conocimiento del asunto de la referencia.

8.- Costas.

La Sociedad Escobar Barco & Cía. Ltda., solicitó se condenara en costas a la sociedad demandante, por el solo hecho de haber sido vencida en el proceso.  

En relación con el tema se tiene que el artículo 171 del Código Contencioso Administrativo contenido en el Decreto Ley 01 de 1984, modificado por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998, dispuso que: “En todos los procesos, con excepción de las acciones públicas, el Juez, teniendo en cuenta la conducta asumida por las partes, podrá condenar en costas a la vencida en el proceso, incidente o recurso, en los términos del Código de Procedimiento Civil”.

Lo anterior significa que no basta que la parte sea vencida, sino que se requiere valorar la conducta asumida por ella en el proceso. Como en el  presente asunto no se vislumbra temeridad, ni mala fe de la parte demandante ni de las demandadas, la Sala se abstendrá de condenar en costas de conformidad con lo reglado en la norma antes citada.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,
FALLA:

PRIMERO: ACEPTAR el impedimento manifestado por el Doctor Carlos Alberto Zambrano Barrera, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia.  

SEGUNDO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca el 1 de abril de 2000. 
TERCERO: Sin condena en costas. 
CUARTO: Ejecutoriada esta providencia, DEVUELVASE el expediente al Tribunal de origen.
COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE

HERNAN ANDRADE RINCON

MAURICIO FAJARDO GOMEZ
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� Mediante el Decreto 968 de 18 de mayo de 1940 fue creado el Ministerio de Minas y Petróleo, posteriormente el 10 de abril de 1974 con el Decreto 636 se revisó la organización administrativa de éste y se cambió su nombre por el de Ministerio de Minas y Energía.


� Protocolizado mediante la escritura No. 10861 de la Notaría 5ª de Bogotá. 


� Folios 2 a 71 C. 1. 
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� Folios 794 a 831 C. 8. 


� Folios 767 a 769 C. 8. 


� Folios 770 a 792 y 844 C. 8. 


� Folios 846 a 870 C. 8. 


� Decreto 597 de 1988.


� Normatividad aplicable al presente caso, de conformidad con lo señalado en el artículo 308  de la Ley 1437 de 2011, por la cual se expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en los siguientes términos: “Los procedimientos y las actuaciones administrativas, así como las demandas y procesos en curso a la vigencia de la presente ley seguirán rigiéndose y culminarán de conformidad con el régimen jurídico anterior.”


� Sentencia del 16 de agosto de 2001, Expediente 13.772 (1048), mencionado en la Sentencia del 13 de febrero de 2003, Expediente 13237 (Rad. 2555), M.P. Dr. Ricardo Hoyos Duque.


� Sentencia de 16 de agosto de 2001, exp: 13.772, Sección Tercera. 


� En sentencia de 2 de junio de 2005, exp: AG-25000-23-26-000-2000-00008-02, dijo la Sala: “...en la demanda se afirma que los apartamentos del edificio ´han venido presentando problemas de deterioro progresivo es decir de tracto sucesivo sin que hasta la fecha haya cesado la acción vulnerante causante del daño’. En dicha afirmación, que se hizo a todo lo largo del proceso, se confunde la acción vulnerante con la agravación del daño, cuando se trata de dos situaciones diferentes. De acuerdo con los hechos de la demanda, la acción vulnerante se presentó al expedirse la licencia de construcción o durante la ejecución de la obra, lapso en cual no se cumplió con el control administrativo debido. Suponiendo que no podía establecer el momento en que ocurrieron eso eventos, nada impide que la fecha cierta, de inicio del término de caducidad, se estableciera a partir del momento de la consolidación del daño, esto es cuando los habitantes del edificio conocieron de los deterioros que presentaba la construcción, que de acuerdo con los informes de las entidades distritales, ya se presentaban en agosto de 1998. Debe aclararse, en todo caso, que por el hecho de que el daño se agrave después de su consolidación, implique que se trata de un daño continuado o de tracto sucesivo, como lo pretende el apoderado de los demandantes; ya que, de esa manera, el término de caducidad se prolongaría de manera indefinida. De allí que, para efectos de computar el término de la caducidad de la acción, se debe tomar como punto de partida la fecha en que se realizaron los informes de la entidades distritales, en los cuales los demandantes dieron a conocer el deterioro de la edificación. Razón por la cual se declarará la caducidad de la acción de grupo. Debe aclararse, en todo caso, que por el hecho de que el daño se agrave después de su consolidación, implique que se trata de un daño continuado o de tracto sucesivo, como lo pretende el apoderado de los demandantes; ya que, de esa manera, el término de caducidad se prolongaría de manera indefinida. De allí que, para efectos de computar el término de la caducidad de la acción, se debe tomar como punto de partida la fecha en que se realizaron los informes de la entidades distritales, en los cuales los demandantes dieron a conocer el deterioro de la edificación. Razón por la cual se declarará la caducidad de la acción de grupo”.





� Sobre el particular ver sentencias  Corte Constitucional T-438 de 1996, T-538 de 1994 y C-478 de 1998. 





� Folios 3 a 6 del cuaderno No. 2. 


� Folios 7 a12 del cuaderno No.  2. 


� Folios 15 a 20 del  Cuaderno No. 2, folios 348 a 351 C. 5. 


� Folios 11 C. 2  y 349 C. 5. 


� Folio 1 C. 2. 


� En relación con la aplicabilidad del principio de congruencia en lo que corresponde a la resolución del recurso de apelación puede consultarse el pronunciamiento efectuado recientemente por la Sala, mediante providencia fechada en abril 1 de 2009, dentro del expediente 32.800, con ponencia de la señora Magistrado Ruth Stella Correa Palacio, en la cual se puntualizó:


“De conformidad con el principio de congruencia, al superior, cuando resuelve el recurso de apelación, sólo le es permitido emitir un pronunciamiento en relación con los aspectos recurridos de la providencia del inferior, razón por la cual la potestad del juez en este caso se encuentra limitada a confrontar lo decidido con lo impugnado en el respectivo recurso y en el evento en que exceda las facultades que posee en virtud del mismo, se configurará la causal de nulidad prevista en el numeral 2 del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, relativa a la falta de competencia funcional”.


� Dicho principio ha sido definido por la doctrina como: 


“La facultad exclusiva del individuo de reclamar la tutela jurídica del Estado para su derecho, y en la facultad concurrente del individuo con el órgano jurisdiccional, de aportar elementos formativos del proceso y determinarlo a darle fin”. O como dice COUTURE, es el principio procesal que asigna a las partes y no a los órganos de la jurisdicción la iniciativa, el ejercicio y el poder de renunciar a los actos del proceso”


“Son características de esta regla las siguientes: 


“(…). El campo de decisión del juez queda determinado especial y esencialmente por las pretensiones del demandante debido a que el juez no puede decidir sobre objeto diverso a lo en ellas contemplado” (negrillas adicionales). López Blanco, Hernán Fabio, Instituciones de Derecho Procesal Civil Colombiano, Parte General, Tomo I, Dupré Editores, Bogotá, 2005, Pág. 106. 


� Al respecto, ver  sentencia de la Corte Constitucional C-583 de 1997.


� Así lo consideró la Sala en la providencia dictada el 26 de febrero de 2004, Exp: 26.261. M.P. Alier Hernández Enríquez. 


� Artículo 212 del Código Contencioso Administrativo - Decreto Ley 01 de 1984


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 29 de agosto del 2008, Exp. 14638. 


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 1° de abril de 2009, Exp. 32.800, Consejera ponente: Dra. Ruth Stella Correa Palacio. 


� Sentencia proferida por la Sala Plena de la Sección el 9 de febrero de 2012 en el expediente No. 21060, Magistrado Ponente Doctor Mauricio Fajardo Gómez. 


� Mediante Resolución Ejecutiva 204 proferida por el Presidente de la República, el 25 de agosto de 1981 se dispuso que Ecopetrol recibiría, a nombre de la Nación y a título de reversión, la Concesión Barco. Efectivamente el día señalado Ecopetrol recibió 13.309 barriles de petróleo Barco liviano y 72.782 barriles de petróleo pesado, dejando constancia en el acta 097 que este producto se encontraba almacenado en Tibú, en la Estación denominada I-21 y que, según declaración de la COLOMBIAN PETROLEUM COMPANY, pertenecían a los propietarios de las Unidades Barco representados por Escobar Barco & Cia. Ltda. Documentos visibles a folios 91 a 98 del Cuaderno No. 2. 


� Estipulación contenida en la cláusula 6.01.


� Folios 38 del Cuaderno No. 2. 


�  Folios  99 y 100 del cuaderno No.  2. 


� Folios 191 a 193 del Cuaderno No. 2. 


� Folio 315 del Cuaderno No. 2. 


� Folio 379 del Cuaderno No.  5.


� Se advierte que aunque en la primera autorización se hace referencia que el pago se hará a Inversiones Papir S.A. en la segunda se denomina Tapiz S.A.


� Folios 323 a 326 del Cuaderno No. 2. 


� Artículo 260 Código de Procedimiento Civil. “Para que los documentos extendidos en idioma distinto del castellano puedan apreciarse como prueba, se requiere que obren en el proceso con su correspondiente traducción efectuada por el Ministerio de Relaciones Exteriores, por un intérprete oficial o por un traductor designado por el juez; en los dos primeros casos la traducción y su original podrán ser presentados directamente”. 


� Así lo dispone el artículo 947 del Código de Comercio: “El comprador deberá pagar el precio en el plazo estipulado o, en su defecto, al momento de recibir la cosa”.  


� La cláusula 6 del contrato suscrito entre Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation y Escobar Barco & Cia. Ltda. acordó que la forma de pago se haría mediante cartas de crédito irrevocables abiertas a favor de la vendedora. 


� Se encuentra en el proceso varias comunicaciones remitidas por Wallace and Wallace Chemical Oil Corporation en las que le solicita a Ecopetrol fijar fecha para la entrega del petróleo Barco con el fin de realizar los trámites necesarios para la constitución de la carta de crédito, así se puede verificar en comunicaciones de 9 de enero de 1984, 15 de mayo de 1985, visible a folios 137, 194 del Cuaderno No. 2. 


� Artículo 1411 del Código de Comercio. 


� Artículo 1410 ibídem.


� RODRIGUEZ AZUERO, Sergio, Contratos Bancarios, tercera edición, pág. 423.


� Folios 323 a 326 del Cuaderno No. 2.





